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HONORABLE CÁMARA:





	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros sobre proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio sobre Seguridad Social entre la República de Chile y los Estados Unidos de América”, suscrito el 16 de febrero de 2000, sometido a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional, sin urgencia.











ANTECEDENTES GENERALES.





	Con el objeto de resolver los problemas previsionales que afectan a chilenos que desarrollan actividades laborales en el extranjero, el Gobierno de Chile ha suscrito Convenios de Seguridad Social con diferentes naciones europeas y americanas, tales como Alemania, Argentina, Brasil, Bélgica, Canadá, Dinamarca, España Finlandia, Noruega, Países Bajos, Luxemburgo, Uruguay, Italia y Suecia, todos ya aprobados por la H. Cámara.





	Como lo señala el mensaje de S.E. el Presidente de la República, el celebrado con los Estados Unidos de América se encuadra en el contexto de dicha política, siendo su finalidad primordial que los nacionales de los Estados Contratantes, en este caso, los chilenos y los estadounidenses, puedan beneficiarse de las cotizaciones efectuadas por ellos en ambos Estados, manteniendo así la continuidad en su historia previsional, fundamento básico que permitirá, en definitiva, el goce de los beneficios que otorga la seguridad social en cada uno de los Estados Contratantes.





	De acuerdo con antecedentes proporcionados por la Superintendencia de Seguridad Social, se estima que 80.000 chilenos residentes en los Estados Unidos de América podrían acceder al Convenio, más su respectivo grupo familiar.  En cuanto a los estadounidenses residentes en el país, se calcula en unos 8.600 aproximadamente.





	En lo esencial, todos estos convenios se orientan por principios jurídicos de universal aceptación, que la Organización Internacional del Trabajo (OIT) ha codificado en su Convenio Nº 157, denominado “Convenio sobre el Establecimiento de un Sistema Internacional para la Conservación de los Derechos en Materia de Seguridad Social”.





	Esos principios, que también sirven de base al Convenio que se os pasa a reseñar, son el de la igualdad de trato entre los nacionales de las Partes Contratantes; el del mantenimiento de los derechos previsionales adquiridos en uno de ellos; el de la conservación de los derechos previsionales en curso de adquisición y el de la colaboración administrativa entre las instituciones previsionales de los Estados.











RESEÑA DEL CONVENIO EN TRAMITACIÓN.





	Este instrumento consta de 19 artículos, distribuidos en cinco Partes, en los que se desarrollan los principios antes señalados.





	La primera parte, relativa a “Disposiciones generales”, define diversos conceptos o términos de uso frecuente en el Convenio, y determina su ámbito de aplicación, material y personal, delimitando el marco jurídico que cada una de las Partes Contratantes deberá utilizar en el otorgamiento de los derechos previsionales de que se trate, como, asimismo, los sujetos destinatarios de ellos (artículos 1 a 4).





	Entre dichas definiciones se indica que el territorio de los Estados Unidos de América, para los efectos de este Convenio, significa los Estados, el Distrito de Columbia, el Commonwealth de Puerto Rico, las Islas Vírgenes de los Estados Unidos de América, Guam, Samóa Americana, y el Commonwealth de las Islas Marianas del Norte (letra a) del Nº 1 del artículo 1).





	En este punto, precisa el mensaje que en Chile el Convenio se aplicará tanto al Nuevo Régimen de Pensiones, basado en la capitalización individual, como a los regímenes de las antiguas Cajas de Previsión, hoy fusionados en el Instituto de Normalización Previsional (INP).





	Respecto a los Estados Unidos de América, se aplicará, principalmente, a las leyes que rigen el programa Federal de seguro de vejez, sobrevivencia e invalidez.





	En ambos países, la aplicabilidad del Convenio se regirá por el principio del trato nacional, que permite a los nacionales de una Parte, residentes en el territorio de la otra Parte, tener los mismos derechos y obligaciones que los nacionales de esta última, y se extenderá a las disposiciones legales que en el futuro complementen o modifiquen la legislación antes señalada, inclusive a las nuevas categorías de beneficiarios que ellas establezcan, según lo indican la letra a) del Nº 1; el Nº 2 del artículo 2 y el Nº 1 del artículo 4.





	Además, su aplicación permitirá la denominada “exportación de pensiones”, en virtud de la cual los beneficiarios de pensiones otorgadas por uno de los Estados Contratantes, podrán percibirlas en el otro Estado, sin exigencias de residencia ni reducciones en su monto por tal concepto, al tenor de lo dispuesto en los Nºs. 2 y 3 de su artículo 4. A este beneficio el mensaje le asigna particular importancia, por cuanto permitirá a los chilenos pensionados en los Estados Unidos de América percibir sus pensiones en Chile, en las condiciones señaladas.





	Las autoridades nacionales competentes encargadas de aplicar el Convenio serán, en Chile, el Ministro del Trabajo y Previsión Social, y en los Estados Unidos de América, la Administración de Seguridad Social (letra d) de artículo 1).





	La segunda parte señala, en el artículo 5, la legislación aplicable para determinar la procedencia de las prestaciones.





	La regla general indica que la persona que se encuentre contratada en el territorio de uno de los Estados Contratantes deberá, con respecto a ese empleo, estar sujeta solamente a las leyes de dicho Estado, sin tener en consideración su residencia, domicilio o el domicilio del empleador (Nº 1).





	Las situaciones especiales que se regulan son las de los trabajadores por cuenta propia; de los trabajadores desplazados; de los que prestan servicios a bordo de un barco o de una aeronave y de los trabajadores al servicio del Gobierno.





	El trabajador por cuenta propia estará sujeto sólo a las leyes del Estado Contratante en que tenga su residencia (Nº 2).





	El trabajador desplazado, esto es el contratado en el territorio de un Estado Contratante, y enviado temporalmente por su empleador al territorio del otro Estado, queda sometido a las leyes del primer Estado, siempre que el período de empleo en el territorio del segundo no exceda de cinco años (Nº 3).





	La misma regla anterior se aplicará al trabajador desplazado a un tercer país y que subsiguientemente es enviado por su empleador al territorio del otro Estado Contratante (Nº 4).





	Cuando una misma actividad sea considerada por uno de los Estados como actividad por cuenta propia y en el otro Estado como actividad por cuenta ajena, la ley de seguridad social aplicable será la del Estado de residencia (Nº 5).





	Las personas empleadas como oficial o miembro de la tripulación de un barco con bandera de uno de los Estados Contratantes quedarán sujetas a las leyes del Estado bajo cuya bandera navegue el barco (letra a) del Nº 6).





	Los empleados de una empresa de transporte aéreo que realizan trabajos en ambos Estados, estarán sujetos solamente a las leyes del Estado Contratante en cuyo territorio la empresa tenga su oficina principal, a menos que el personal resida en el otro Estado, caso en el que se aplicará sólo la ley del Estado de su residencia (letra b) del Nº 6).





	Los nacionales de uno de los Estados Contratantes empleados por su Gobierno que se encuentren en el territorio del otro Estado estarán sujetos sólo a las leyes de su Estado. En el caso del Gobierno de los Estados Unidos de América esta regla incluirá un empleo en cualquier organismo de su Gobierno (letra b) del Nº 7).





	La aplicación del Convenio no afectará las disposiciones de las Convenciones de Viena sobre relaciones diplomáticas y consulares, de 1961 y 1963, respectivamente (letra a) del Nº 7).





	Las normas de la tercera parte, relativas a los beneficios, regulan:





	a) La totalización de períodos de seguro cumplidos en Estados Unidos de América; la forma de computar tales períodos y el sistema de cálculo de las pensiones (artículo 6), y





	b) La totalización de períodos de seguro en Chile, tanto en el sistema de capitalización individual como en los regímenes administrados por el INP; la consideración de la calidad de pensionado en Estados Unidos de América para los efectos de determinar el derecho a una pensión anticipada; el sistema de cálculo de los beneficios, la consideración de los cotizantes o beneficiarios de pensiones estadounidenses como actuales imponentes del INP; el otorgamiento de cobertura de salud a los pensionados en Estados Unidos que residan en Chile, en las mismas condiciones que nuestros pensionados y financiamiento de los exámenes médicos, necesarios para obtener una pensión de invalidez (artículo 7).





	El Convenio considera, en su cuarta parte, diversas disposiciones de procedimiento relativas, en lo sustancial, a las materias siguientes:





	a) A la elaboración de los acuerdos administrativos que permitan la aplicación del presente Convenio (artículo 8);





	b) A la asistencia recíproca que las Autoridades e Instituciones competentes y los Organismos de Enlace se prestarán en la implementación del Convenio; a las exenciones de derechos o cargos, incluyendo los derechos consulares y administrativos, que mutuamente se conceden los Estados Contratantes respecto de cualquier documento relacionado con la aplicación del Convenio (artículo 10);





	c) Al recurso de apelación que podrán interponer los beneficiarios respecto de las resoluciones que las Instituciones competentes dicten a propósito de sus solicitudes de beneficio (artículos 11 y 12).





	d) A la moneda de pago de los beneficios, que podrá ser en cualquiera de las monedas de los Estados Contratantes, para lo cual convienen en el pago sin demoras o restricciones de cambio (artículo 13);





	e) Al deber de proteger la privacidad y confidencialidad de los antecedentes personales que intercambien los Estados Contratantes con motivo de la aplicación del Convenio (artículo 14), y





	f) A la solución de las controversias relativas a la interpretación y aplicación del Convenio ya sea mediante consultas, arbitraje, mediación u otro procedimiento fijado de común acuerdo (artículo 15).





	Entre las disposiciones transitorias que contempla la parte quinta, se establece que este Convenio no da derecho a reclamar el pago de un beneficio por cualquier período anterior a su entrada en vigencia; del mismo modo, no se pagará ninguna prestación por un período anterior, en el caso de un beneficio de asignación por muerte, a suma alzada, si la persona hubiere fallecido antes de su entrada en vigor (Nº 1 del artículo 17).





	Para determinar el derecho a beneficios conforme a este Convenio, se tendrán en consideración los períodos de seguro cumplidos bajo las leyes de cualquiera de los dos Estados Contratantes y las contingencias acaecidas, antes de la entrada en vigencia de este Convenio; sin embargo, los Estados Unidos de América, en concordancia con su ley interna, no considerará períodos de seguro cumplidos antes de 1937 (Nº 2 del artículo 17).





	En seguida, el artículo 17, señala:





	Que las decisiones relativas al derecho a los beneficios tomadas con anterioridad a la vigencia del Convenio no afectarán los derechos que surjan bajo el mismo (Nº 4);





	Que los beneficios negados o suspendidos a una persona en razón de su nacionalidad o residencia deben ser otorgados o reanudados, a petición de persona interesada, a partir de la vigencia del Convenio (Nº 5);





	Que los beneficios adquiridos antes del Convenio serán revisados a petición de parte o de oficio, teniendo en cuenta este instrumento (Nº 6), y





	Que las normas sobre prescripción y caducidad establecidos en leyes chilenas no se aplicarán a derechos previstos en el Convenio, siempre que los interesados lo soliciten dentro de dos años contados desde su vigencia (Nº 7).





	Las disposiciones finales de los artículos 18 y 19, son las propias de todo tratado, en las que se determinan su vigencia, denuncia y ratificación.  Lo importante es que estos Convenios se celebran por tiempo indefinido. En este caso, hasta la expiración del año calendario siguiente al año en el cual se notifique por escrito de su término, por uno de los Estados Contratantes al otro Estado (Nº 1 de artículo 18).











DECISIONES DE LA COMISIÓN.





	A) Aprobación del proyecto de acuerdo.





	Considerando los antecedentes expuestos, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana concluyó el estudio del Convenio en informe, compartiendo  las consideraciones de mérito que llevaron a los Gobiernos de Chile y de los Estados Unidos de América a celebrarlo, por lo que, por mayoría de votos y la abstención del señor Masferrer, acordó proponeros su aprobación, para lo cual os recomienda adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo que el mensaje somete a vuestra consideración, con modificaciones formales de menor entidad, las que se salvan en el texto sustitutivo siguiente:





	“Artículo único.- Apruébase el “Convenio sobre seguridad social entre la República de Chile y los Estados Unidos de América”, suscrito en Santiago, el 16 de febrero de 2000.”.








	B) Constancias reglamentarias.





	Conforme lo ordena el Nº 2 del artículo 287 del Reglamento de la H. Corporación, se os consigna que las disposiciones del Convenio inciden en el ejercicio del derecho a la seguridad social de los trabajadores chilenos y estadounidenses en el país, por lo que su aprobación requiere de quórum calificado, al tenor del inciso segundo del Nº 18 del artículo 19 de la Constitución Política.





	También se os hace saber que este tratado no contiene normas de rango orgánico-constitucional ni de aquéllas que deban ser conocidas por vuestra Comisión de Hacienda.

















	C) Designación de Diputado Informante.





	Esta designación recayó, por unanimidad, en la H. Diputada ALLENDE BUSSI, doña Isabel.











)--------(











	Acordado en sesión del día 11 de julio de 2000, con asistencia de los Diputados señores Palma Irarrázaval, don Joaquín (Presidente de la Comisión); Alessandri Valdés, don Gustavo; Allende Bussi, doña Isabel; Ascencio Mansilla, don Gabriel; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Kuschel Silva, don Carlos Ignacio; Leay Morán, don Cristián; Longton Guerrero, don Arturo; Masferrer Pellizzari, don Juan; Moreira Barros, don Iván; Reyes Alvarado, don Víctor, y Riveros Marín, don Edgardo.








	SALA DE LA COMISIÓN, a 11 de julio de 2000.

















FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA,


Abogado Secretario de la Comisión.
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